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La crisis por el uso del catalán en Baleares, brota en un momento 
de emergencia sanitaria por la crisis del coronavirus, con las listas de 
espera disparadas y tras un verano muy complicado en la sanidad de 
las islas por la falta de profesionales. Pese a ello una simple denuncia 
ante la Oficina de Derechos Lingüísticos, por, supuestamente, no 
atender pacientes en catalán, puede bastar para que el Govern balear, 
que preside Dª Francina Armengol, abra un expediente a los 
médicos y enfermeros. 
 
La Oficina de Derechos Lingüísticos, creada a finales de 2020, filtró el 
número de denuncias referidas a sanidad que se elevaban a 58, lo 
que suponía según la Conselleria de Salud el 0,00058% del total de 
más de 10 millones de interacciones entre profesionales y pacientes, 
lo que no obstante el porcentaje indicado, ha motivado la convocatoria 
de una reunión de tipo sectorial, el pasado el 6 de septiembre durante 
una reunión de urgencia entre los miembros de la coalición que 
compone el Gobierno balear (PSOE, UP, Més), intentando resolver un 
problema generado por la publicación de un tuit donde se describía 
la negativa de una doctora “a entender” a una mujer de 79 años 
de edad en un centro de salud en Palma. 
 
El principal acuerdo de la reunión fue la apertura de expedientes 



informativos -y sancionadores si se considerara oportuno- a cualquier 
sanitario que reciba una denuncia en la Oficina de Derechos 
Lingüísticos, por no usar el catalán o no permitir hacerlo a los 
pacientes, junto con otros acuerdos, como establecer en cada una de 
las nueve gerencias de los centros de salud, tener una persona 
responsable de que se cumpla la normativa en materia de lengua 
nombrándose un directivo del IBSalut que asuma la interlocución con 
la Oficina de Defensa de los Derechos Lingüísticos, todos ellos con 
efectos de 1 de octubre. 
 
Acuerdos a nivel administrativo tomados al margen de la sentencia 
dictada por el Tribunal Superior de Justicia de las Islas Baleares 
(TSJIB), por la que se ha declarado nulo el Decreto 8/2018, de 23 de 
marzo, por el que se regula la capacitación lingüística del personal 
estatutario del Servicio de Salud de las Illes Balears ( Boletín Oficial 
de las Islas Baleares, de 24-03-2018). 
 
Esta sentencia del TSJIB, citando jurisprudencia previa, establece que 
«el nivel de conocimiento de la lengua catalana exigible ha de ser 
razonable; esto es, conectado de algún modo con la capacidad 
requerida para desempeñar la función», por lo que «una aplicación 
desproporcionada del nivel de conocimiento requerido puede vulnerar 
el principio de igualdad recogido en el artículo 14 de la Constitución». 
En cualquier caso, «la exigencia de un cierto nivel de conocimiento 
de la lengua catalana» para acceder a funciones públicas en la 
Comunidad es «constitucionalmente lícita». 
 
El fallo del tribunal reconoce más adelante que si bien el Govern 
puede fijar el conocimiento del catalán como un «requisito general de 
acceso a las actividades públicas», no obstante, el nivel de 
conocimiento exigido «ha de guardar proporción con aquel que precisa 
el tipo y nivel de la función o puesto a desempeñar». En ese contexto, 
la progresividad en el proceso de normalización lingüística iniciado en 
los años ochenta en Baleares «puede verse excepcionada en algún 
caso, justamente en atención a la ineludible garantía de los intereses 
generales más prioritarios, esto es, para salvaguardar la prestación 
efectiva -y satisfactoria- de los servicios públicos esenciales». 
 
La sentencia cita las distintas normativas legislativas que se han 
venido aplicando en materia lingüística en Baleares en los últimos 
años. «Toda decisión fundamental atribuida a los poderes públicos, 
sea la que fuera la materia a que se refiere, está reservada a la ley», 
recuerda. Por tanto, «corresponde a la ley la regulación del estatuto de 
los funcionarios públicos», mientras que los decretos que puedan 
aprobarse sólo tendrán la función de «colaborar con la ley en la tarea 



de completar o desarrollar las determinaciones legales». En el caso 
que nos ocupa, las especificidades recogidas en el actual decreto del 
catalán en la sanidad, por ejemplo la del requisito diferido, entrarían 
en contradicción con la Ley de Función Pública balear hoy 
vigente. En ese sentido, dichas especificidades deberían haber sido 
aprobadas legislativamente por el Parlamento regional y no a través 
de un decreto del Govern. 
 
La sentencia considera que no se ajusta a la ley el hecho de no poder 
pedir traslados ni poder acceder al complemento de carrera 
profesional en caso de no lograr finalmente la titulación de catalán 
establecida en el decreto. «Si a los productos normativos de la 
Administración no les cabe contradecir las decisiones del legislador en 
cuanto a la exigencia del conocimiento de la lengua propia de la 
Comunidad autónoma, tampoco les cabe a esos productos normativos 
privar a los beneficiarios de cualquier derecho legalmente 
reconocido», especifica, terminando que “al privar a los empleados del 
derecho a carrera profesional el Govern incurría en nulidad y que, 
asimismo, la prohibición al derecho a la movilidad era 
«evidentemente desproporcionado». 
 
En esta sentencia la Sala, por último, no cuestiona que el Ejecutivo 
autonómico pueda exigir «un cierto nivel de conocimiento» del 
catalán como requisito para acceder a la función pública, señalando 
que es una medida «constitucionalmente lícita”. De hecho, considera 
que el derecho constitucional de los ciudadanos a ser atendidos en 
catalán obliga a que la Administración de la Comunidad «otorgue 
relevancia jurídica» a dicha lengua, concluyendo que «la conservación 
de la diversidad idiomática, esto es, el bilingüismo, no se consigue por 
la sola declaración de oficialidad sino que es preciso establecer tanto 
medidas de intervención como medidas de salvaguarda o de 
fomento». 
 
Pero debemos analizar con carácter general y previo a esta 
Sentencia el grado de protección de los derechos lingüísticos, 
pues no es lo mismo el estatus de lengua cooficial, que el de 
modalidad lingüística, caracterizándose las medidas adoptadas 
respecto de la primera categoría por imponer derechos y obligaciones 
concretas respecto de su uso y conocimiento, e incluso medidas 
coercitivas (sanciones), mientras que las de la segunda se limitan a la 
promoción y fomento de su uso y conocimiento. 
 
En este sentido, únicamente los Estatutos de Autonomía de Cataluña, 
País Vasco, Galicia, Comunidad Valenciana, Navarra e Islas Baleares 
han reconocido junto con el castellano otras lenguas oficiales en sus 



respectivos territorios, estableciendo concretos derechos y 
obligaciones respecto del uso y conocimiento de las mismas. 
 
Asimismo, en lo que respecta a las modalidades lingüísticas (por 
ejemplo, el asturiano (denominado bable), en Asturias o el aragonés 
en Aragón, debe tenerse en cuenta, que gozan de un estatuto de 
garantía menor que las lenguas oficiales, toda vez que los poderes 
públicos se encargan de garantizar su respeto y protección, pero no 
imponen deberes u obligaciones respecto de su uso y 
conocimiento. 
 
En relación con la regulación de lenguas cooficiales, el Tribunal 
Constitucional, en su sentencia 88/2017, de 4 de julio, señaló que las 
comunidades autónomas pueden establecer obligaciones 
lingüísticas adicionales respecto de sus lenguas cooficiales, como 
por ejemplo de etiquetado o de presentación de bienes y servicios, 
siempre que también se garantice y respete la utilización del 
castellano. 
 
Asimismo, en una posterior sentencia, la 7/2018, de 25 de enero, del 
Tribunal Constitucional, relativa al artículo 128-1 de la Ley 22/2010, de 
20 de julio, del Código de consumo de Cataluña y al alcance del deber 
de disponibilidad lingüística en dicha comunidad autónoma, señaló 
que ni el reconocimiento de un derecho ni el establecimiento de un 
deber de disponibilidad lingüística de las entidades privadas, 
empresas o establecimientos abiertos al público puede significar la 
imposición a éstas, a su titular o a su personal de obligaciones 
individuales de uso de cualquiera de las dos lenguas oficiales de modo 
general, inmediato y directo en las relaciones privadas, toda vez 
que el derecho a ser atendido en cualquiera de dichas lenguas 
sólo puede ser exigible en las relaciones entre los poderes 
públicos y los ciudadanos. 
 
Teniendo en cuenta la posibilidad que tienen las comunidades 
autónomas de establecer obligaciones en materia lingüística, pero con 
una regulación como hemos podido ver en Baleares, aunque pudiera 
estar recurrida, declarada nula por su Tribunal Superior de Justicia, no 
permite augurar éxito a futuros “expedientes disciplinarios”, 
aunque si se utilizaran seguramente los “expedientes 
informativos” como medida “política” acordada por los miembros 
de la coalición que compone el Gobierno balear (PSOE, UP, Més), 
ante todas las reclamaciones por supuesta discriminación lingüística 
que se notifiquen. 
 


